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EXP. N. 0 0031-2008-Pl/TC 
LIMA 
PODER EJECUTIVO­
M!NfSTERIO DE JUSTICIA 

SENTENCIA DEL TlUBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 19 días del mes de enero del 2009, el Tribunal Constitucional en sesión de 
Pleno Jurisdiccional , con la asistencia de los magistrados Yergara Gotelli, Mesía Ramírez, 
Landa Arroyo, Beaumont Callirgos, Calle Hayen, Eto Cruz y Álvarez Miranda, pronuncia 
la siguiente sentencia, con los fundamentos de voto de los magistrados Vergara Gotelli , 
Landa Arroyo y Calle Hayen, que se acompañan 

l. ASUNTO 

Demanda de lnconstitucionalidad interpuesta por el Poder Ejecutivo, debidamente 
representado por la Ministra de Estado en la Cartera de Justicia, Rosario del Pi lar 
Fernández Figueroa contra la Ley N° 29223, Ley que precisa la aplicación de la Ley N° 
29137. 

H. DATOS GENERALES 

Tipo de proceso: Proceso de inconstitucionalidad . 

Poder Ejecutivo 

Ley N° 29223. 

Violación ay rincipio de irretroactividad de las leyes (Articulo 103° de 
la Constitución), violación al principio de programación del presupuesto 
publico y falta de leg itimidad del Congreso para la emisión de la Ley N° 
29223. 

Se declare la inconstitucionalidad de la Ley N° 29223, Ley que precisa la 
aplicación de la Ley N° 29137, Ley que aprueba los términos de 
continuación del programa de homologación de los docentes de las 
universidades públicas . 

Ill. NORMA CUESTIONADA 

La norma impugnada es la Ley N. 0 29233, que dispone: 

1.- Objeto de la Ley 
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Precísase que los términos de continuación del Programa de Homologación de los Docentes 
de las Uni versidades Públicas, aprobado mediante la Ley N° 29 137, garanti zan la 
continuac ión de dicho Programa a partir del mes de junio del año 2007, conforme lo 
disponen la Décima Tercera Disposición Final de la Ley N° 29035, Ley que autoriza 
Crédi to Suplementari o en el Presupuesto del Sector Públ ico para el Año Fiscal 2007 y dicta 
otras medidas, y la Ley o 29070, Ley que fija el porcentaj e complementari o para la 
aplicación de la Décima Tercera Disposición Final de la Ley N° 29035. 

Artícul o 2.- Del pago del incremento 
/\u tori i'.ase al Mini sterio de l ~co nomía y Finanzas a disponer el pago del incremento en los 
ingresos de los docen tes de las universidades públicas. por el período comprend ido entre el 
1 de junio y el 27 de noviembre de 2007 , conforme a los montos establec idos en el Anexo 1 
de la Ley " 291 37. Ley que aprueba los términos de continuación del Programa de 
llomologación de los Docentes de las Universidades Públicas. 

IV. AN·n :CEDENTES 

IV.l. Argumentos de la demanda 

Con fecha 15 de diciembre de 2008, el Poder Ejecuti vo , a través del Ministerio ele Justici a, 
interpone demanda de inconstitucionalidad contra la Ley N° 29223. El recurren te 
manifiesta que la referida norma viola el principio de irretroactividad de las norma 
establecido en el artículo l 03° de la Constitución, al mismo t iempo que resulta contraria al 
arti cul o 79° de la Con. titución, que estab e 1ue "Los representantes ante el Congreso no 
tienen 1n1clat1va para crear ni aume r ga. os pC1blicos' '. ¡: inalmente manifiesta que la 
norma en referencia también viola el princi o de programación y eq uilibri o financiero del 
presupuesto pt1blico . 

r:;tre los ardumentos de la dema nda ca e resa ltar los sigui entes: 

a) L 1 ,cy N° 29223, de fecha O de mayo de 2008. tiene un erecto retroactivo respecto 
lo dispuesto en la Ley N" 29 137. de fecha 27 de noviembre de 2007, norma en la 

cual se ampara. toda vez ue establece que el pago por concepto de homo logación a 
los docentes de uni versidades públicas. se efectua ría a partir del 1" de junio del 
2007 , en consecuencia la Ley N° 29223 es inconstitucional, pues viola el principio 
de irretroactividad ele las normas establecido en el articul o 103° de nuestra 
Con titución Política. 

De conformidad con lo estab lecido en el articul o 79° de la Constitución Política del 
Perú, los Congresistas no tienen iniciativa para crear ni au mentar gastos públicos, 
salvo en lo que se refiere a su presupuesto, situación que en el caso de autos no se 

resenta. pues la l ,ey 0 29223 di spone el pago del incremento en los ingresos de 
s docentes ck las universidades pliblic<.~ ::, . 
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e) Conforme a la j ur isprudenc ia de este Co legiado (STC 004-2004-CC/TC), e l 
pres upuesto pú blico se rige por una seri e de princ ipios co nstituc iona les, entre e llos. 
e l de programac ión y e l de equilibri o fin anciero. El recurrente cons idera q ue: " La 
programac ión pres upuesta! co nll eva un proceso perm anente de rac iocinio, 
proyecc ión y prev is ión, que permite e l esta bl ec imiento de determinadas metas 
gubernamenta les q ue obli gan necesari amente a la as ignación de recursos 
econó mi cos. En es te sentido no se pueden establecer nuevos gastos públi cos, como 

~ e l ocas ionado con la aplicación de la Ley N° 29223". 

·- Co n re lac ión a l princ ipio constituc ional de equilibrio financiero. e l rec urrente 
bás icamente sosti ene que e l pago de l incremento en los ingresos de los docentes de 
las univcr. idades publi cas no se enco ntraría prev isto en la Ley o 29 142. Ley de l 
Presupuesto Publi co pa ra e l Año 1.- isca l 2008. por lo que se tra taría de una norm a s in 
base presupu esta ! por lo que e l Co ngreso estaría eje rc iend o un a ini c ia ti va de gas to 
que la Constituc ión prohíbe . 

4.2. A rgumentos de la contestación de la demanda 

Con recha 1 1 de marzo de 2009, e l apoderado de l Congreso . .l o rge Campana Ríos. 
contesta la demand a o li c itand o que la mi sma sea dec la rada inrundada po r los 
s ig ui entes rundamentos: 

a) Con re lac ión a la irrctroactividad de la norma, s i bi en la Ley N° 29223 prec isa los 
té rminos de continuac ió n de l Programa de Homo logac ión, el cual fue aprobado 
med iante Ley o 29 137, esta non a vez nos remite a la leyes o 29035 y o 

29070, de fecha 1 O de junio y de jL io de l año 2007, respecti va mente. De modo 
que la Ley N° 29035 ya pre ·saba qu e l incremento en los ingresos de los docentes 
de las uni vers idades pub ·cas se ri a pli cado a partir de l mes de junio del año 2007. 
en ta l sentid o, no se p cdc a finn· · que la ley impugnada ti ene un e fecto retroac ti vo 
re. pccto a lo d ispue o en la l . o 29 137. toda ve/ q ue e ta bl ecc que los pagos en 
e l a menc ionados . se efe ctuar ' n por un periodo di sti nto a l señalado en di cha no rma, 

eb ido a q ue icho peri o o ha bía s id o prev isto, ex presamente, por una norm a 

Respecto de la supuest'a vio lac ión a l a rti cul o 79" de la Constitución, el apoderado de l 
Co ngreso de la Re pública manifi es ta q ue la ley cuesti onada. N° 29223. no tuvo por 
obj eto crear ni aum entar gastos públicos, pues só lo hace una precisión sobre e l 
programa de homo logaci ón de los docentes de las univers idades públi cas 
correspo ndi ente a l año 2007, prec isando que las Leyes N° 29 137, 29035 , 29070, las 
cua les fue ron emitidas con el objeto de crear y aumenta r gastos públicos en e l marco 
de l referido programa tuvie ron como ori gen las inic iativas legis lativas provenientes 
del Pode r Ej ecutivo . En todos los casos según arg umenta las respectivas leyes 
siempre prev ieron e l presupuesto respecti vo por lo que no ti ene as idero la afirm ac ión 

e la demand ante en es te punto. 
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e) Con relación a los princ1p1os constitucionales prcsupuestalcs que estarían siendo 

vio lados, el Proc urador del Congreso sost iene que la 1 ,cy N" 29223 no creó ni 
aumentó gastos, so lo tuvo por objeto hacer una prec isión sobre el program a de 
homologación de los docentes de las uni versidades públicas correspondiente al año 
2007 previsto en la Ley de Equilibrio Financiero del Presupuesto del Sector Público 
para el Año Fiscal 2007. 

Y. MATERIAS CONSTITUCIONALES RELEVANTES 

Ei>te Co leg iado considera que las cuesti ones de relevancia constitucional que debe ser 
abordadas en la presente sentencia, son bás icamente tres: 

a) Fstablecer si la Ley N" 29223 resulta inconstitucional por vio lar el princ1p1o de 
retroacti v idad de las leyes prev ista en el artículo 1 03" de la Constitución. 

b) Determinar si el Parlamento v io ló el artícul o 79° de la Constituci ón al exped ir la 
1 ,cy N" 29233 en la medida que tend ría incidencia en el gasto público. 

e) Si la repuesta a la cuestión del punto anterior rucra negativa. estab lecer si el 
Parlamento vio ló los principios constitucionales que ori entan la actividad 
presupuestaria del Lstado, entre ellos, los principios de eq uilibrio financiero y de 
programación . 

YL FUNDAMENTOS 

§l. 1~ 1 mandato del artículo 53° de 1. Ley Un iversitaria y el P•·ograma de 
Homologación 

l . El análisis de la presente controv sia, no puede verse al margen del programa de 
homologación de sueldos de los profesores de las universidades púb l icas. que por 
mandato del artículo 53" de la L Uni versitaria (Ley N " 23733), se ini cia luego de más 
de 20 años de su vi gencia. co1 la emi sión de los Decretos de Urgencia 0

S 033-2005 y 
002-2 006. emitidos por el P cr l ·:jecut ivo y publicados el 22 de diciembre de 2005 y el 
2 1 de enero de 2006. rcspe ivamen tc. 

2. Respecto de la constit 1cionalidad de dichos decretos, así como del programa de 
homologación en su co njunto. este Co legiado ha tenido ocas ión de pronunciarse en 
STC 023-2007-PI /TC'. En dicha ocasión, con relación al proceso de homologación. 
prec1samos que: 

··( . . . )un proceso de homol ogación establecido en etapas y de manera gradual, como ha 
o propuesto por el propio Decreto de Urgencia bajo análisis, no resulta incompatible 

cor el propósito del artícu lo 53" de la Ley universitaria, pero debe recordarse que dicho 
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proceso no puede constituirse en una nueva fo rma de prolongar las demandas de los 
docentes uni versitari os. La razonabilidad de este proceso en el ti empo, dependerá 
entonces de cuan en se ri o asume esta vez sus funciones el Poder Ejecutivo a efectos de 
dar cump lim ien to a la ley en cuesti ón, promoviendo las acc i om~s necesari as a efectos de 
que la homo logación no clemorc mas de lo prev isto originariamente.'' Subrayado 
agregado (STC 023-2007-P I/TC ¡:J. 8 1 ). 

3. De ahí que, el hecho de que sea esta vez el Poder l ~jcc utivo qui en promueva la presen te 
demanda, en claro retroce o con relac ión a la efecti va vigencia del rerer ido artícul o 53° 
de la 1 ,ey Uni ve rsitaria, sugiere, desde un análi sis general, el compromiso poco serio 
de este Poder de l Estado respecto no só lo del mandato claro de la ley , si no de las 
deci siones de este Co legiado. 

Debe recordarse en erecto, que en la referi da entcnc ia, al analizar si los Decretos de 
Urgenc ia que establecía el programa de homologación progresivo, res ul taban o no 
compati bles con la Constitución, este Tribunal pese a haber constatado que. ambos 
decretos, habían incurrido de inconstitucionalidad por la fo rma; no obstante. tras un 
ejercicio de ponderación llego a establece r que "un pronunciamiento por parte de este 
Colegiéldo en dicho cntido resu ltará a la postre mas perj udicial para los propios 
do ·entes que han recurrido a esta vía; pues la homo logación es lo que han venido 
solicitando los demandantes durante tantos años. y el programa de homo logación. 
aunque regulado por una norma l"ó rmalmcntc no hab il itada para ell o. venía a hacer 
real idad el cumplimiento tan postergado de l artícu lo 53" de la 1 ,cy Un iversitar ia·· . 

4. Ln tal sentido, . e precisó que: 

·' . . . :i se toma en cuenta que los acs tr s uni ve rsitari os han esperado por más de 20 
re estab czca los mecani smos, así como que autorice el 

dcsem olso del prcsupucs públic a erectos de cubri r el costo que supone la 
homo, ogación, resul ta raz nablc er ender que la anulac ión sin mas, dejando una vez 
má en manos del Parl amento (q u no cum plió d icho mandato durante muchos años), la 
obl" gación de legis lar en la fo r a y modo que corresponda confo rme a la naturaleza de 
lo derechos en cuesti ón, pondría en la prác ti ca, generar un vacío normativo 
fJ ustrando las expectati vas éle todos aquellos profesores que se han incorporado al 
proceso de homologac ión umplicndo los requi sitos que ex ige el Decreto de Urgencia 
033-2005'". 

l·. n tal sen tido. se dec laró la compati bi li dad consti tucional de l Programa de 
llomologación dispuesto en los Decretos de Urgencia 0

S 033-2005 y 002-2006. 
declarando inconstituciona les todas las interferencias que inco rporaban requisitos no 
contemplados en la Ley Uni versitari a (véase la pa rte reso lutiva de la sentencia). 

4. Ls e Colegiado conside ra que este es el marco de l que debemos partir ahora pa ra 
.1, - r la presente de manda, pues de otro modo, se incurriría en un anális is 
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descontextuali zado y formali sta, incompatible con la naturaleza de las funciones que 
corresponden a este Tribunal. 

§2. Sobre la supuesta vio lación al principio de in etroactividad de la ley 

r05. Conforme a la argumentac ión del Poder Ejecutivo , " la Ley 29223 , ti ene un efecto 
retroacti vo respecto a lo dispuesto en la l ,cy 29137, toda vez que estab lece que los 
pagos en e ll a mencionados. se efectuarían en periodo di stinto al señalado en dicha 
norma·· . l ~ n el mismo sentido, refiere la ley cuesti onada también resultaría incompatible 
con lo previ sto en el arti cul o 109° de la Constitución que establece que: "La ley es 
obli gatori a desde el día siguiente de su pub li cación en el diario oficial. salvo 
di sposición contrar ia de la misma ley quepo tcrga su vigenc ia en todo o en parte". 

J 

1 

l~ ll o sería así, toda vez que la Ley N° 29223, vigente desde el 7 de mayo de 2008. 
dispone que el pago a efectuarse, "ya no se hará desde la vigenc ia de la Ley N° 29137, 
vigente desde el 28 de noviembre de 2007, sino desde el 1" de j unio al 27 de noviembre 
de 2007, e dec ir, antes de la vigencia de dicha norma". 

6. Por su parte el apoderado del Congreso ha respondido este punto sosteniendo que " la 
ley 29137 e refiere al pago del incremento dispue to por la Décima Tercera 
Di spo ición Final de la Ley o 29035 y por la Ley o 29070, e l cual debía ser aplicado 
a partir del mes de junio del año 2007. de acuerdo a lo establecido en la referida 
Di spos ición Comp lementaria Final de la 1 ,ey N° 29035 . En esa mi sma línea, la Ley N° 
29223. norm a objeto de control. en su at1ícu lo 2° se refiere al ·'pago del incremento en 
los ingresos de los docentes de las universidades públicas. por el periodo comprend ido 
entre el 1 de junio y cl 27 de noviembre". 

l·:n tal sentido co ncluye que. ··t o la 1' o 29 137 como la ley o 29223. 110rma 
impugnada, se re!"~er n al peri o que s tni eia en el mes de ju nio del año 2007 . l·: n tal 
senti do, no se puc e a firmar, tal e 110 lo hace la parte demandante, que la ley 
impugnada tiene cB cto retroactivo r specto a lo dispuesto en la Ley 29 137 ( .. . )debido 
a que dicho perio o para los pag había sido previsto, expresamente. por una norma 
anterior". 

Para responder este punto d la demanda, el Tribunal considera fundamental ubicar la 
norma enjui tada en el contexto del proceso de homologac ión y las di stintas 
disposicion que se han dictado a la fecha, con el objeto de dar cobertura a dicho 

briendo vacío. o rectificando procesos que podrían obstaculiz.ar la 
de dicha finalidad ordenada por este mi smo Co legiado (STC 0023-2007-

I ~ n es· línea. conviene prec isar que la Ley N° 29223. impugnada en este proceso, se 
ntra directamente relacionada con la 1 ,ey N" 29 137. Ambas. sin embargo, forman 
e una cadena legislativa de normas que tienen por objeto concretar lo dispuesto 
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en el artículo 53" de la ya aludida Ley Uni versitaria y postergada por largos años en su 
cumplimi en to por parte del Poder l ~jcc uti vo. 

Conv iene entonces rcali/.ar una breve rcsCI'ia de las norm as que las antecedieron, a 
c!Cctos de rea li zar el análi sis con rel ac ión a sus electos en el tiempo. 

a) 1 ~ 1 punto de partida es, como lo advertíamos. la Ley Universitari a, l ,cy "23733 . que 
en su artícul o 53" establ ec ió: 

Si 

"/ ,as remuneraciones de los profesores de las Universidades publicas se 
on'lologan con las correspondientes a Las de Los Magistrados Judiciales ... " 

supuesto del Sector Público para el 1\ño Fi sca l 
te Ley N° 28603, de fecha 1 O de septi embre de 

nforme ha c¡uo a estab le do. mediante sentencia de este Colegiado (~H · o:n-
/ ~ 

PIITC). se e abl cció no :ó lo la constitucionalidad del proceso de homolugación. 
-; ·,o que se det • minó también que el rd'criclo artículo 53" ele la: .cy Uni versitari a formu 
par e del blo 1c de constitucionalidad. en cuanto prevé un cs tatus remunerati vo a lu:; 

/ .J .'~~1~~~ ~~ v,cr:-,i tari o;s ~1~' ? g~ ra nti ee la inves ti gac ión y el desarrollo cultu ral de nuestro l 'í .! S ,S 1 ( 02.J-2007-II/ 1 C. 1 .J . 40) . 

·) l ·:n concordancia con ello. se promul gó la Ley N° 28929. 1 ,cy de c~1uil ihrio 

Financiero del Presupuesto para el /\i'io Fiscal 2007. la que estableci ó en su Déc im <J 
Di sposic ión: 

"A utorízase al lv/.inisterio de l~r.:onomía y Finanzas para que, en hase a lo 
disponibilidad de caja y las prioridades intersectoriales, apruebe durante el año 
200 7 Los recursos necesarios para completar el 35% del programa de 
homologación para la docencia universitaria establecido por la Ley N° 28603 , en 
concordancia con el acta suscrita por el /t.1inisterio de l~conomia y Finan:::as y /u 
.1samblea Nacional de l?ectorel' ". 
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d) En 1 marco de las citadas normas, se emitió la Ley " 29035, Ley que autori/.a el 
Créd it Suplementari o en el Presupuesto del Sector Público 2007. de fecha 1 O de j unio 
de 20 7, la que en su Décima Tercera Disposición señala: 

" /)i.~pónese un incremento en los ingresos de los docentes de las universidades 
públicas que se calculará porcentualmenle sobre fa d[j'erencia entre el ingreso 
percibido por docente nombrado a la fecha de fa vigencia del Decreto de Urgencia 

o 033-2005 y el monto establecido para el nivel más alto de su categoría, .fUado en 
ese mismo Decreto de Urgencia, hasta completar el monto, previsto para este 
efecto en la "Reserva de Contingencia ", consignado en la Ley N° 2892 7, Ley de 
Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2007. 
1~·1 incremento será aplicado a partir del mes dejunio del año 200 7, con cargo a la 
precitado Reserva de Contingencio. en el marco del Programa de 1/omologación 
de Oocenciu ( lniversitoria. previslo en la Décima Disposicián Complementaria y 
1-inul de lo l.ey, "2H929. l.ey de ¡~·q11ilihrio Financiero del Presupueslo del Sec /or 
Púhlico pura el liño Fiscal 2007'( .. .}" 

Poste ri ormente se emitió la Ley N° 29070, Ley que fija e l porcentaje 
comp lementario para la apli cac ión de la Décima Tercera Di sposici ón Final de la Ley 

o 29035, de fecha 20 de j uli o de 2007, la mi sma que señala en sus artícul os 
perti ncntes: 

Artícul o 1.- Objeto de la Ley 

Estab fécese en nueve por ciento (9° J el porcentaje para completar el total fijado 
pam el Programa de omologa ión, de conformidad con lo establecido en la 
Décima Disposición ;'inal de 1 l.ey N° 28929, f.ey de Equilihrio Financiero del 
Presupuesto del Se tor Públic( para el Año Fiscal 200 7. así como para culminar el 
otorgamiento d increme o dispuesto en la l.ey N" 29035. ej'ectivi:::ado. 
parcialmente. ctn un veint i. · >is por ciento (26%) a lravés del Decreto Supremo N" 
Oi·P-20(r-FF 
U incremento se calcult sohre la hase del nueve por cien/o (9%) de la dij'erencia 
entre el ingreso percibido por el docente. nomhrado a la fecha de entrada en 
vigencia del Oecrelo de Urgencia N" 033-2005. y el monto estahlecido para el nivel 
más alto de su ca!egoría, fijada en el Cuadro de Equiparación a que hace 
rej'erencia el artículo 3 del citado Decreto de Urgencia. 
(. .. ) /l rtículo -1.- Financiamiento 
El sto que genere la aplicación de fa presente Ley se f inanciará con los recursos 
e;/' · , ibles consignados en la Reserva de Contingencia, autorizada en la Ley N° 

92 
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f) /\1 amparo de las c itadas normas se emitió la Ley 29 137. Ley que aprueba los 
términos de co ntinuación de l Programa de ll omo logación de los docentes de las 
Uni versidades J>Libli cas. de !"echa 27 de ov iembre del 2007. la que seña la: 

Art ículo 1.- Objeto de la Ley 

El ol~jeto de la presente Ley es establecer y precisar los términos que determinan la 
continuación del programa de homologación de las remuneraciones de los 
docentes de las universidades públicas. correspondiente al año 200 7. 
Artículo 2.- Del incremento dispuesto por la Décima Tercera Disposición Final de 
la Ley No 29035 
2. 1 Dispónese que las universidades públicas que no hayan pagado, a la entrada en 
vigencia de la presente norma, el incremento dispuesto por la Décima Tercera 
Disposición Final de la Ley N° 29035 y por la Ley N° 29070 lo otorguen en base a 
la escala establecida en el Anexo N° 1 que forma parte de la presente Ley (. . .). 

g) Fina lmente la Ley N° 29223. impugnada en es te proceso. precisa los alcances para la 
ap li cación de la l,ey o 29 137. y señal a lo s igui en te: 

Art ículo 1.- Objeto de la l~ e_r 
Precisase que los términos de continuación del rograma de llomologación de los 
Docentes de las Universidades Públicas, apr hado mediante la Ley N" 29 137, 
garantizan la continuación de dicho Progrm a a partir del mes de j unio del ai?o 
200 7, conforme lo disponen lo/Décima 7' 'Cera Disposición Final de la Ley N" 
29035, .Ley que autoriza C édito Supl nentario en el Presupuesto del Sector 

?ara el Año Fisca}''200 7 y die! otras medidas, y la Ley N° 29070. Ley que 
orcentaje com¡f/.ementario ara la aplicación de la Décima Tercera 

ión Final de la Ley a 2903 . 

Ji u ori:::ase al i\1/inisterio t)e liconomía y Finanzas a di.1poner el pago del 
il cremento en los ingreso/ de los docentes de las universidades públicas. por el 
Jeríodo comprendido e/1/re el 1 de junio y el 27 de noviemhre de 2007. confórme a 
los montos estohlecidos en el Anexo 1 de lo l~ey N" 29 13 7, l~ey que aprueba los 
términos de continllctcián del Programa de llomologacián de los /Jocentes de las 
l/ni1 er. idades Púhl icas. 

De la reseña legislati va se puede observar, que la ley impugnada (Ley N° 29223). si 
bien hace refe rencia a la Ley o 29 137, al preci sar su aplicaci ón, no está vinculada 
exclusiva mente a esta, sino que forma parte de un conjunto de normas emitidas en el 

·co del programa de homologac ión de docentes di spuesta por la Ley N° 29 137, Ley 
a . ucba los términos de continuación de l Programa de Homo logación. 
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En este contexto, la Ley N° 29223 v iene a garantizar la continuación del Programa de 
Homologación, permitiendo que no quede un vacío entre el 1 de junio y el 27 de 
noviembre de 2007. 1\ tal efecto. la ley en cuestión . invoca la Décima Tercera 
Disposicidn Final de la Ley N" 29035. Ley que autori:::a Crédito Suplementario en el 
Presupuesto del Sector Púh/ico para el JIPío Fiscal 200 -:. amparándose a su vez en la 
Ley N° 28929 Ley de l ·:quilibrio Financiero de l Presupuesto de l Sector Públi co para el 
/\ño l: iscal 2007. la que en su Décima Disposición autori za al Ministerio de l ~conomía 

y Finanzas para que apruebe durante el año 2007 los recursos necesari os para 
completar el 35 % del Programa de llomo logac ión para la docencia uni versitaria. Todo 
ello a efectos de dar efect ivo cumplimiento a lo dispuesto en el artícul o 53° de la Ley 

ni vcrsitaria. la misma que conforme a lo dispuesto por este Co leg iado, forma parte del 
bloque de constitucionalidad. 

1 ~n consecuenc ia, los argumentos del demandante carecen de sustento en ste punto, 
debiéndose declarar infundada la demanda respecto de este extremo. 

§3. Sobre la supuesta violación del utículo 79° de la Constitución 

9. ~ 1 Poder l ~jccutivo manifiesta en otro extremo de su demanda. que la ley impugnada. 
incurre en violación de l artícu lo 79° de la Constitución. toda vc7. que. ·' lo congresi stas 
no tienen ini ciativa para crear _ aumentar gastos púb li cos" . L n tal sentido manifiesta 
que la referid a ley ''s in precisar la fuente de donde provendrán los recursos. autoriza al 
Mini sterio de Lconomía y l: inaní'.as a dispone p<go del increm ento en los ingre ~o ~ 

de los docentes de las universidades pLibli · s, po r e peri odo com prend ido entre el 1 de 
j unio al 27 de nov iembre de 2007, co.9.~ rme a lo. montos estab lec idos en el anexo 1 de 
la ley 29 137 " (pagina -1 del escrito de demand . 

1 O. A su tu ·no el apoderado del Congreso m 1i fiesta que " la norma impugnada no tuvo 
como ob eto crear ni aumentar ga tos pú 1co . A ntes bien, so lo tuvo como obj eto hacer 
una prcc sión sobre el programa de ho ologación de los docentes de la universidades 
pública. co rrespondiente al año 200 . Señala además que " las norma emitidas con el 
obj eto e crear y aumentar gastos '1blicos en el marco del referido programa tuvieron 
como ori gen inici ati vas legislaf as provenientes del poder ejecutivo, mas no del 
Cono ·eso de la Repúbl ica". 

1 l. 1·: 1 · ·ribuna l encuentra que, con relac ión a este ex tremo de la demanda, una vez más hay 
q e ir a la reconstrucción del hi stori al legislati vo v inculado al programa de 
1 omologac ión. Ta l como ya lo hemos anti cipado, el examen que co rresponde rca li í'.ar. 
ambién en este punto. no debe perd er de v ista que se trata ele un conj unto de norm as. 

aun cuando con una técnica leg islati va defec tuosa. se puede ex traer sin embargo que la 
norma presupuestari a que da cobertura el programa de homologación durante todo el 
peri odo fi sca l 2007, v iene contenida en la 1 ,cy 0 28929. l~n efecto, la Déc ima 
Disposición Complementaria de dicha Ley, (Ley de Equi librio Financiero del 

. puesto del Sector Público para el año Fiscal 2007), estab lece con toda precisión: 
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";lutoriza:-;e aL Ministerio de Economía y Finanzas para que, en base a La 
di.!.ponibiLidad de caja y las prioridades intersectoriaLes, apruebe durante eL aí1o 
2007 los recursos necesarios para completar el 35% del programa de 
homologación para La docencia universitaria establecido por la Ley No 28603, en 
concordancia con eL acta suscrita por eL Ministerio de Economía y Finanzas y La 
Asamblea Nacional de Rectores". 

l·:s sob re la base de esta disposición que hay que entender las preci siones posteriores tal 
como ya ha quedado establecido supra. ;\sí se puede concluir en este punto que. la 1 .ey 
N° 29223 no crea. ni aumenta el gasto público. tan solo concreti za un mandato 
contenido en norma que forma parte del bloque de constitucionalidad . y cuyo 
cumplimi ento yé! ha sid o exigido por este Co legiado. que ha obli gado al legislador a 
actuar en dicha dirección dando continuidad al programa de homologación iniciado por 
cierto por acción del Poder Ejecutivo en el año 2005. 

De ello se concluye que los gastos irrogados por concepto de homologac ión ya habían 
sido considerados en una ley anterior, estableciéndose mediante la Ley N" 29223 
so lamente la fecha de inicio y término para el pago por concepto de homologac ión de 
profesores universitarios para el periodo fiscal de 2007. En consecuencia no tiene 
cabida la afi rmación de la demanda que acusa al Parlamento de haber actuado al 
margen de sus competencias en esta materia. 

§4. Sobt·e los p.-incipios presupuestales comprometidos: programación y equilib.-io 
financiet·o 

12. Si bien el Poder Ljccuti vo también alce la vi !ació n a los principios de progromaciún 
ere.· ¡mes wio (e 1 presupuesto s aprucb anua !mente estando prohibid o i m:l ui r 

. · tori1.acio 1es de gasto s in el e rrespondi nte linanci amiento), así como tambi én el 
pri nci pi o e equilibrio flnanc · 7 rO (el pre upuesto debe contener todos los i ngrcsos y 
gastos " bidamente balan ados"); n obstante, conforme se ha tenido ocasión de 
constata , la norma impu · nada no ti e contenido presupuestario, no se trata de un 
nuevo res u puesto o de algo di fere te a lo ya previamente establecido en las leyes 
presu 1esta les correspondientes, s mismas que han sido dadas en atención al 
princ 'pio de legalidad y compete? ·ia. Esto es, mediante leyes y conforme a la iniciativa 
legi lativa presentada en su momento por el Poder Ejecutivo, tal como lo exige el 
art'culo 78" de la Constitución. 

~ n consecuencia, al no tratarse. la norma impugnada. de una ley de carácter 
presupuesta! no está sujeta a los principios constitucionales que son inherentes a este 
tipo de normas (STC 004-2004-i\1 /TC) 

, 4. Soht·e la renuencia del Poder l<:,jecutivo para dar cumplimiento al programa de 
homo o ~ ·ión de sueldos de los docentes de las univet·sidades públicas 
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~3. Antes de concluir, conviene hacer algunas reflexiones adicionales con relación a este 

4 
• caso en el marco de las competencias que corresponde a este Colegiado . Estas 

consideraciones responden a la neces idad de convocar a los poderes públicos, de 
manera espec ial a quienes tienen bajo su responsabilidad el ejercic io del poder Público 
como líderes de las instituciones del Estado, sobre la necesidad de unir esfuerzos en 
aras de construir en nuestro país, un espacio de confianza y lealtad con las pautas 
bás icas del modelo del Estado de Derecho y sus instituciones. Esto supone, cuando 
menos, asumir con seriedad y alta responsabilidad, que una nación que se organi za en 
torno a un sistema de normas (desde la Constitución. las leyes, las decisiones de los 
jueces, los reglamentos de la Adm ini strac ión y hasta la regulación del tránsi to): no 
tendrá ningún referente ni incentivo si los primeros en incumplir las reglas básicas de 
convivencia son precisamente las auto ri dades del l·:stado. 

14. t-:n el presente caso, el mandato del artículo 53" de la Ley Univers itaria (Ley " 2:1733) 
estuvo vigente desde diciembre de 1983 . Suspend ida en su vigenc ia en el año de 1995 
(Ley N" 26457), recobró su vigencia mediante Ley N" 27366, publicada el OS de 
noviembre de 2000. No obstante, ha sido una promesa incumplida. una ley sin ninguna 
incidenc ia en la vida de los docentes universitarios a quienes estaba destinada. Quizá 
pocas veces en el Perú se haya reivindicado tanto a la ley en las plazas públicas como lo 
hicieron por décadas los docentes universitarios, muchos de ellos ya jubilados o incluso 
fallecidos. N uestro país ha s ido escenario, durante la república, de innumerables 
movili zaciones y reivindicaciones sociales s li citando que se cambien las leyes, que 
den nuevas leyes, que se cambien lo go , ernos o que se at iendan determinados 
derechos, cuando no las gestas ontra as dictaduras y caudill os que se han 
intercambiado en el poder a lo 1 0 0 de la ida republicana. No obstan te, han sido muy 
escasas las veces en que hcm . as istido d masivas manifestaciones para que se cumpla 
la ley. l:stc ha sido e l caso e la ley niversitaria : las múltiples moviliz.acioncs de los 

ccn tes universita rios, han sido no na demostrac ión de fuerza co ntra el derecho, sino 
un~ reivindicación del derecho y SL exp resión acaso más clásica como es la Ley. 

15 . s·n embargo, cuando luego de uchas jornadas se inicia un lento y tortuoso proceso de 
1 omologac ión, que este Co egiado ha respaldado, pese a que se inició mediante 
)ccrctos de Urgencia; un vez más el Poder Ejecuti vo intenta impedir este proceso 
interponiendo la presente emanda esta vez contra el Parlamento que actuó motivado o 
promov ido por la prop ia acc ión del Poder Ejecutivo. El c iudadano común no está en 
condiciones de descifrar estas inconsistencias. Tampoco lo estarán sin duda los 
docentes universitarios. La actitud de los poderes públicos que desarrollan políticas de 
marchas y contra marchas, sin asumir el sentido estratégico con que deben guiarse las 
po líti cas públicas, pueden desconcertar a cualquier ser racional, desde luego, también a 
este Co legiado. 

16. ~ · ·llo es que aho ra. co n ocas1on de declarar infundada la presente demanda. 
q 1cr mos ser severos y claros con las autor idades que, desde el Estado, deben ll evar 
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h1.sta la culminación el proceso de homologación que ya ha sido conva li dado por este 
' olegiado en la sentencia 023-2007-PI/TC y ha recib ido también el respa ldo de l 

Congreso de la República que ha actuado mediante una serie de normas. en tre ell as la 
1 norma cuestionada en este proceso. De aq uí en adelante, debemos entender que, el 

proceso de homologac ión de los salarios de los docentes de las uni versidades públicas 
constituye un proceso que compromete a todos los poderes públicos . Ell o importa que 
ninguna autoridad se resista poniendo trabas o interfiri endo en este proceso bajo 
responsabilidad de incurrir en desacato a las decisiones de los órganos judiciales. El 
Tribunal asume jurisdicción de este modo en la vig ilancia de la presente sentencia y de 
sus dec isiones anteriores y actuará conforme a los artículos 22° y 59° del Código 
Procesal Constitucional , requiriendo a las auto ridades y funcionarios , cualquiera sea su 
rango o jerarquía a efectos de imponer los mandatos de la Constitución así como de 
nuestras propias dec isiones juri sd iccionales. 

7. También en la _justicia constitucional es vá lido decir. "el tiempo ha terminado". 1: 1 
tiempo ha terminado para el Poder l:jccutivo en el caso del cum plimiento del proceso 
de homologac ión de los sueldos de los profesores universitarios. dado que desde la 
primigenia 1 ,cy o 23733 han transcurrido ya 26 años y la misma no ha sido C'bjeto de 
cumplimiento por parte del Poder l·:_jec utivo. en los términos de su principal obligación 
consti tuci onal de hacer cumplir la :~ leyes. contenida en el artículo 1 18, inciso 1 de la 
Constitución. El Tribunal en tono enérgico emplaza al Poder Ejecutivo <l través de la 
Presidencia del Consejo de Mini ~;tro s para que , una sus responsabilidades conforme a 
los artíc ulos 1 19° y 123° disponiendo lo fu e conveniente a través de las carteras 
comprometidas, para que el proceso d omol gac ión concluya hasta su etapa final en 
un tiempo que no debería exceder el róximo eriodo presupuesta!. De manera especial, 
el Consejo de Ministros no debe ' utorizar r uevos procesos por pCtrtc de cualquiera de 
los Min isterios, que estén enea inados a ifcrir el proceso de homologación. Nuevas 
demandas en el sentido que convoca · presente proceso. se rán asumidas por este 
Colegiado como una muestra de r istcncia a los manJatos del máximo en te 
_juri sdiccional y serían rechazadas de r ano. ordenando las correspo ndientes medidas de 
coerción y aperc ibimiento. conforme c1l artículo 22" del Código Procesal Constitucional. 

Por estos fu ndame ntos . el Trihunal Constitucional. con la autoridad que le confiere la 
Constitución Política del i>crú 

IIA RESUELTO 

l . Declarar IN~FUNDADA la demanda de autos 
2. EXIIORTAH. al Poder Ejecutivo a través de la Presidencia del Consejo de 

Ministros para que actúe conforme a su~ atribuciones en atención a lo di spt1esto en 
los fundamentos 16 y 1 7 de la presente .:>entencia. 

;('Publique: 
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SS. 

VER~ARA G~)TELZJ 
MEStA RAMIREZ 
LANDA ARROY 
BEAUMONT¡(:AL ,IHGOS 
CALLEHAYE~ 

ETO CRUZ 
ÁLVAREZ Mll~ANDA 
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Exp. W 00031-2008-PJ/TC 
LIMA 
PODER EJECUTIVO-MINISTERlO DE 
JUSTICIA 

FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO DEL VERGARA GOTELLI 

Emito el presente fundamento de voto por las siguientes consideraciones: 

l. Corresponde al Tribunal Constitucional conocer en instancia única la demanda de 
inconstitucionalidad interpuesta por el Poder Ejecutivo-Ministerio de Justicia contra la 
Ley N° 29223, Ley que precisa la aplicación de la Ley N° 2913 7, considerando que ésta 
adolece de vicios de inconstitucionalidad pues en él se vulneran los principios de 
irretroactiv· d de la leyes (artículo 103° de la Constitución Política del Estado), de 
progr~ ci~' n del presupuesto público y la falta de legitimidad del Congreso para la 
emi itn de la ey cuestionada. 

1 

2. En el prese te caso si bien concuerdo con la posición de la sentencia en mayoría, 
considero 1.ecesario realizar algunas precisiones. Respecto al cuestionamiento que 
realiza el Poder Ejecutivo - Ministerio de Justicia a la Ley N ° 29223, puesto que 
considera que con la vigencia de la mencionada ley se está vulnerando principios 
constitucionales entre otros, se observa que el cuestionamiento realizado está 
íntimamente ligado a la Ley N° 23733, Ley Universitaria, que establece 
específicamente en su artículo 53° que "Las remuneraciones de los profesores de las 
Universidades públicas se homologan con las correspondientes a las de los 
Magistrados Judiciales ... ". Respecto a ello debo señalar que es deber del Estado el 
buscar los mecanismos tendientes a cumplir con la disposición señalada, debiendo por 
ello, en concordancia con los entes del Estado, establecer normatividad , políticas, etc 
que garantice la satisfacción de un pedido que por años realizan los docentes 
universitarios. 

3. Es en tal sentido que considero que el Estado realizando acciones contrarias, está 
dilatando el cumplimiento de dicha disposición contrariando no sólo la disposición 
legal sino también lo establecido por este Colegiado en sentencia anterior. No obstante 
ello considero necesario realizar una critica a la Ley Universitaria respecto a la 
disposición que refiere que la remuneración de los docentes universitarios deben 
homologarse a la de los Magistrados Judiciales, puesto que no considero que el 
parámetro para la homologación deba ser la remuneración de los Magistrados 
Judiciales, ya que la función que cumplen aquéllos es totalmente diferente a la de éstos. 
Y debo señalar que mi expresión es en atención a que los docentes universitarios 
pueden percibir más o menos ingresos que los Magistrados Judiciales, pero no 
considero pertinente que la Ley Universitaria coloque la remuneración de estos últimos 
como parámetro a seguir por el Estado, ya que esto puede traer como consecuencias que 
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beneficiándose a los docentes, se perjudique a los Magistrados en atención a que el 
Ministerio de Economía no podrá dar beneficios económicos a uno porque esto 
repercutirá inmediatamente en las remuneraciones de los docentes universitarios, lo que 
implica la imposibilidad de beneficios económicos a los Magistrados del Poder Judicial. 
Es por tal razón que cuando se abordó en un caso anterior una ley que estaba 
relacionada a la Ley Universitaria señalé (STC N° 00023-2007-PI/TC) que: 

"( ... ) En la vida práctica un docente universitario puede percibir remuneración 
de una Universidad Pública, de una privada, crear empresa educativa, hacer 
negocios privados relacionados a su especialidad, dictar clases en la mañana en 
una Universidad pública y en la tarde en una privada, dictar clases en forma 
priv~ , por\ ejemplo; dichas actividades no están prohibidas ni mucho menos 
scyzh~nada~, esto significa que el mercado laboral está ampliamente abierto 
para los do entes universitarios. En cambio los Jueces del Poder Judicial se 

i encuentran prohibidos de desempeñar cualquier otra fo.nción que contemple 
remuneraci , n económica, salvo el dictado de clases fuera del horario destinado 
al Despac o Judicial y con un tope racional de horas que no entorpezca la 
labor jud .cial. De ello se desprende que la exclusividad de la función 
jurisdicciÓnal a la que hace alusión el articulo 139° de la Constitución, también 
implica una casi total exclusividad salarial, a la cual no están sometidos los 
docentes universitarios. 

Cabe precisar además que el articulo 39° de la Constitución Política que hace 
referencia a la función pública, establece una jerarquía en cuanto al servicio a 
la Nación, y en ella se encuentran incluidos los Jueces Supremos, más no los 
docentes universitarios; ello quiere decir que la norma suprema les da un 
tratamiento distinto a los Jueces precisamente en razón de su alta 
responsabilidad. Con este cuestionamiento no afirmo ni niego que los 
profesores universitarios en reconocimiento a su delicada e importante labor 
puedan ganar más que los jueces ni tampoco a la inversa que los jueces ganen 
más que ellos; lo que rechazo en mi posición es la afirmación misma de la 
homologación pues por orden y seriedad los sistemas de haberes para ambas 
funciones del servicio público tienen que disponerse en razones propias de unos 
y otros. Y es que no podríamos aceptar que una disposición legal indique 
mañana que el haber de los ingenieros, arquitectos, médicos, policías o 
militares etc. , quienes también cumplen funciones sociales específicas, tengan 
que ser necesariamente iguales a las que reciben los jueces del pais. Se trató 
evidentemente, con la dación de la denominada Ley de Homologación, de una 
disposición política coyuntural, fatalmente irreflexiva o populista." 

2 

b?. ·-
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4. Es así que ahora considero necesario volver a insistir en lo expresado como parámetro 
en la Ley Universitaria cuando se refiere al pago de las remuneraciones de los docentes 
universitarios, debiéndose tener presente que cualquier beneficio que· se otorgue a los 
docentes universitarios debe hacerse dentro de una política de Estado de mejora a 
personas que cumplen una labor importantísima en la formación académica de 
universitarios que representan el futuro de país, debiendo por ende brindarles las 
mejores condiciones económicas, infraestructura, capacitación, etc, sin que ello 
implique la equiparación con otros profesionales que también tienen sus propias 
complejidades. Y mi preocupación en ello es porque la función de Juez y la función de 
docente universitario son funciones especialísimas pero no equiparables que 
precisamente por su importancia en la sociedad requieren o exigen de un tratamiento 
particular y diferenciado en atención a la realidad que aqueja a cada una de dichas 
especialidades. Equiparar dichas realidades en términos remunerativos pueden implicar 
complicaciones y limitaciones que mas que beneficiar a dichos profesionales pueden 
perjudicarlos. 

5. Por lo expuesto considero que la demanda de inconstitucionalidad interpuesta por el 
Poder Ejecutivo - Ministerio de Justicia, debe ser desestimada. 

m voto es ~porq~se declare INFUNDADA la demanda de 
alidad interpuesta por el inisterio de Justicia. 

3 
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EXP. N.0 003 1-2008-PI/TC 
LIMA 
POD ER EJECUTIVO 

FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO 
LANDA ARROYO 

Si bien concuerdo con la mayoría de argumentos y el punto 1 del fallo de la sentencia, no 
suscribo lo expuesto en los fundamentos 16 y 17 y en el punto 2 del fallo de la misma; por los 
argumentos que paso a exponer. 

l . Es pertinente decir que la homologación docente es un proceso que responsabiliza a las 
diferentes entidades públicas comprometidas con dicho proceso. Igualmente lo es que el 
Tribunal Constitucional ya se ha pronunciado al respecto en la TC 00023-2007-PI/TC, 
sentencia constitucional que ti ene efectos erga omnes, fuerza vinculante y autoridad de 
cosa juzgada (artículo 82° del Código Procesal Constitucional). En principio resulta 
razonabl e pensar que las sentencias constitucionales, por sus so los efectos, no pueden ser 
desaca tadas o desnaturali zadas en su cumplimiento; aunque es evidente que ello no 
siempre sucede y es necesario, entonces, determinar a qué mecanismos procesales puede 
recurrir este Coleg iado para que ninguno de los efectos de las sentencias constitucionales 
puedan ser puestas en entredicho. 

2. En la sentencia de vista, fundamento 16, se estima conveniente recurrir, ante ello, a la 
aplicac ión de los artículos 22° y 59° del Código Procesal Constitucional, previsto, el 
primero, para el cumplimiento de las sentencias dictadas en el marco de los "procesos 
constitucionales de la libertad" y, e l segundo , para el proceso de amparo específicamente. 
No descarto de manera absoluta que estas di spos iciones puedan ser aplicadas, en algún 
caso, también a los procesos de control de constitucionalidad, pero las naturaleza de éstos 
responde a otros presupuestos sustantivos y procesales que deben tenerse en cuenta, 
necesariamente, al momento de disponer la aplicación de los mencionados artículos del 
Código Procesal Constitucional. 

3. Para el presente caso, más adecuado encuentro, a efectos de garantizar el cumplimiento de 
las sentencias emitidas en un proceso constitucional de control abstracto, considerar que el 
artícul o 118° inciso 9 de la Constitución establece que ' [c]orresponde al Presidente de la 
R.epública: ( . . . ) lclumplir y hacer cumplir las sentencias y resoluciones de los órganos 
j uri sdi ccionales" . Esta obligación, como es obvio, no só lo alcanza a las resolucione y 
sentencias dictadas en el marco de los procesos ordinari os, sino también las que se emiten 
en el seno de los procesos constitucionales . 

4. En ese sentido, es impertinente que se invoque en la sentencia (fundamento 1 7) el artículo 
119° y 123° de la Constitución, porque cuando el Pres idente de la República, quien 
representa al Poder Ejecutivo, pone en cuestión, directa o indirectamente, los efectos de 
una sentencia constitucional, vulnera el artículo 118° inciso 9 de la Constitución y, por 
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Sr. 

ende, incurre en Lma infracción constitucional pasible de ser canalizada a través de los 
mecanismo prev istos en los artículo 99° y 100° de la Constitución. Con lo cual, el Poder 
Ejecutivo está obligado a dar pleno cumplimiento al proceso de homologación docente, de 
lo contrario se encontraría inmerso en un supuesto de infracción constitucional, para cuyo 
supuesto como ya se dij o, la propia Constitución establece sus respectivos mecanismos de 
investigación y responsabilidad. 

LANDA ARROYO 

) 

2 
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EXP. N° 0031-2008-PI/TC 
LIMA 
PODER EJECUTIVO 
MINISTERIO DE JUSTICIA 

FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO CALLE HA YEN 

Suscribo la presente sentencia con excepción de los fundamentos 15,16 y 17 y el punto 
2 del fallo en lo que se refiere a los referidos fundamentos ; por resultar innecesarios y 
que en nada incide con el propósito que persigue la demanda de autos . 

Sr. 

CALL 

--
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